Comentarios al proyecto de Ley de Salud Pública de Euskadi 
Vitoria –Gazteiz, 2022ko urriaren 19. 

Antecedentes inmediatos 
· Ley 8/1997, de Ordenación Sanitaria de Euskadi. 
Ya se habla de los principios de:
Universalidad
Solidaridad
Equidad
Calidad de los servicios
Participación ciudadana
Plan de Salud de Euskadi
Atención preventiva y promoción de la salud.

· Ley 33/2011, de 4 de octubre, general de salud pública.
A finales del 2012 se disponía en el Gobierno Vasco del borrador de una Ley de Salud Pública en Euskadi que tuvo amplio consenso entre los profesionales del Sistema de Salud Pública.
Sin duda, disponer de una Ley de Salud Publica adecuada en Euskadi hubiera sido un instrumento de primer orden para gestionar la pandemia.
· La pandemia covid-19 
Con un presupuesto escaso, que no llegaba al 1,5% del total del Presupuesto del Departamento de Salud, con equipos profesionales poco fortalecidos, con una organización frágil del Sistema de Salud Pública. El GV apenas contó con los profesionales de salud pública. Nadie fue miembro de ninguna comisión de “expertos”, apenas aparecieron en los medios de comunicación, que diariamente informaban sobre la evolución de la pandemia. Los refuerzos de las plantillas fueron, en no pocas ocasiones, de perfiles inadecuados a las necesidades reales de las tareas a desarrollar. El conjunto de ciencias que constituyen el cuerpo de la salud pública no pudo tener un perfil de intervención más bajo.
En aquellos momentos, no había instrumentos estables de coordinación con las OSI de Osakidetza en ninguna institución, en ninguna Comisión, y había escaso conocimiento de la salud pública y su funcionamiento, así como de su función, en el conjunto del Sistema de Salud en Euskadi. 
Tras la pandemia no se ha hecho todavía una evaluación completa, tanto de las decisiones científico-técnicas como de la gestión de la crisis sanitaria. No se ha aprovechado la pandemia para fortalecer la Salud Pública y sus distintas Unidades y Servicios; para mejorar sus capacidades técnicas; para mejorar sus recursos estructurales. Parece que no ha pasado nada. 

Proyecto de Ley de Salud Pública de Euskadi 
Esta nueva norma, inspirado en buena medida en el Informe final de la Comisión sobre los Determinantes Sociales de la Salud de la Organización Mundial de la Salud, publicado en agosto de 2008 y la Conferencia Mundial de Promoción de la Salud, Helsinki, Finlandia, junio de 2013, dice pretender: 
Adoptar la estrategia de Salud en Todas las Políticas y el enfoque de los determinantes de la salud.
Promover la salud y el bienestar de las personas, con orientación comunitaria e intersectorial.
Potenciar el trabajo colaborativo entre las administraciones pública.
Incluir a las comunidades, los movimientos sociales y la sociedad civil en la planificación, desarrollo y evaluación de las intervenciones.
Analizar el impacto sobre la salud de las personas y las afecciones sobre el medio físico de las distintas políticas sectoriales. El enfoque conocido como “One Health/ Una Sola Salud”.
Enfoque colaborativo, trabajar en coordinación desde todas las administraciones públicas y junto a otras y otros agentes concernidos.
Sentar las bases para la prevención, la detección precoz, la vigilancia y la gestión eficaz de emergencias sanitarias, epidemias y pandemias.
Sus principios rectores son los siguientes: 
Universalidad.
Equidad en salud. Perspectiva de género.
Solidaridad.
Ética en salud pública.
Responsabilidad pública.
Desarrollo Sostenible y Salud en Todas las Políticas.
“One Health/Una Sola Salud”.
Integralidad e interdisciplinariedad. 
Intersectorialidad y coordinación interinstitucional.
Buen gobierno de la salud pública.
Evaluación, transparencia y rendición de cuentas.
Responsabilidad social.
Participación, colaboración y corresponsabilidad ciudadana.
Pertinencia de las intervenciones.
Precaución.
Calidad, competencia, eficiencia y sostenibilidad.
Seguridad.
Rigor técnico y científico.
Garantía de la protección de datos personales.

Salud en todas las políticas.
El concepto Salud en Todas la Políticas, como se expresa en la declaración de Helsinki antes mencionada, resume muy bien los principales aspectos que debe tener en cuenta una Ley de Salud Pública y, en concreto, significa: Priorizar la salud y la equidad como una responsabilidad central de los gobiernos hacia su ciudadanía.
Requiere:
Recursos: Asegurar estructuras, procesos y recursos eficaces para su implementación en Todas las Políticas y a todos los niveles.
Liderazgo: Fortalecer la capacidad del Departamento de Salud para comprometer a otros sectores del gobierno a través del liderazgo, la colaboración, la promoción y la mediación para lograr mejores resultados de salud. Cooperación interinstitucional e intersectorial.
Capacitación: Construir capacitación institucional y habilidades que permitan la implementación de Salud en Todas las Políticas y que proporcionen evidencias en los determinantes de la salud y la inequidad, y en respuestas efectivas.
Transparencia: Adoptar mecanismos transparentes de auditoría y rendición de cuentas para los impactos en salud y equidad, que construyan confianza en el gobierno.
Medidas frente a conflictos de intereses: Establecer medidas frente a los conflictos de intereses que incluya garantías efectivas para proteger las políticas de la distorsión creada por la influencia de los intereses comerciales y otros intereses.
Participación de la comunidad y alfabetización en salud: Incluir a las comunidades, los movimientos sociales y la sociedad civil en el desarrollo, implementación y monitorización de la Salud en Todas las Políticas, capacitando a la población en alfabetización en salud.

Estamos totalmente de acuerdo con el marco conceptual. Pero… ¿Qué hay de todo ello en este proyecto de ley? 
Repasaremos aquellos capítulos del proyecto de ley que nos parece que tienen las principales carencias.
El Sistema de Salud Pública de Euskadi (capítulo III).
Este capítulo precisa un mayor detalle en su descripción. 
Se habla de los profesionales y sus competencias. Pero no de las estructuras que los sustentan.
Entre sus competencias básicas se citan, entre otras, la seguridad alimentaria, los riesgos ambientales y biológicos, la salud laboral. Pero no se cita la salud escolar ni la salud de las personas mayores (residencias, etc.) 
El Plan de Salud: Falta determinación de los medios para llevarlo a cabo (estructuras, procesos y recursos eficaces en el Departamento de Salud). Riesgo de externalización a empresas privadas, que consideramos improcedente.
No se precisa la metodología de su elaboración, especialmente en cuanto a la participación ciudadana en el proceso de priorización y evaluación. ¿Qué puede aportar el Consejo Vasco de Salud Pública? Consejos de Salud ya ha habido y han resultado inoperantes. ¿Cómo se va hacer ahora para que esto no ocurra con esta ley?
Plantea elaborarlo cada 8 años,  y evaluarlo cada 4. Nos parece un periodo excesivamente largo. Se olvida de la evaluación continua.
Para la implantación de lo priorizado en el Plan de Salud en todas las políticas es necesario crear estructuras, procesos y recursos eficaces en todos los departamentos del gobierno, especialmente en Osakidetza como provisor de servicios sanitarios. ¿Será suficiente la Comisión Interinstitucional de Salud Pública?
Ordenación y Coordinación (capítulo IV).
Las relaciones entre el Sistema de Salud Pública y el Sistema Sanitario (Osakidetza), su coordinación, se recogen de una forma muy general, a través de la Comisión Interinstitucional de Salud Pública.
Por otra parte, se determina que el Departamento de Salud establecerá los criterios y mecanismos para la coordinación, cooperación e interacción entre ellos.
Es preciso concretar con mucho más detalle tanto los medios dedicados a ello como las competencias de cada uno de ellos o los plazos para su reglamentación.
La organización de los servicios de la salud pública se describe limitándose a decir:
“La Comunidad Autónoma de Euskadi se dotará de una estructura organizativa que agrupe el conjunto de recursos públicos dedicados en su Administración General y administración institucional a integrar el Sistema de Salud Pública de Euskadi ”. ¿Agencia Vasca de Salud Pública?
Es imprescindible una definición más precisa y detallada de la estructura, los procesos y los recursos dedicados a ello, así como de los plazos. Especialmente por lo que se refiere a la coordinación interinstitucional e intersectorial. 
Se echa en falta alguna referencia a la coordinación del Sistema de Salud Pública con el sistema de bienestar social y, especialmente, con las residencias y dispositivos asistenciales de las personas mayores, más allá de lo que se regula de la Comisión Interinstitucional de Salud Pública, que también debe precisarse con más detalle. Se podrían crear subcomisiones operativas.
Es necesario un compromiso de desarrollo reglamentario del Consejo Vasco de Salud Pública en cuanto a su estructura, organización y atribuciones.
Prestaciones de salud pública (capítulo V).
Adolece del mismo defecto ya señalado: es una mera enumeración de líneas de actuación, sin determinación de competencias, coordinación, compromiso de plazos de desarrollo reglamentario, etc. Especialmente en aspectos tan poco definidos (algunos de ellos ni se citan) como:
La salud ambiental
La salud escolar 
La salud laboral
Inmigración.
Vivienda.
Violencia de género
Violencia en general.
Salud Mental
La educación para la salud
La promoción de la salud.
La cooperación internacional.
Gestión del conocimiento (capítulo VI).
Sistema de Información: Es preciso un mayor compromiso con la accesibilidad de la información a toda la ciudadanía, no en exclusiva para su utilización por los órganos de gobierno, sino para, a través del conocimiento, estimular la participación ciudadana, tanto en la toma de decisiones (priorización) como en la ejecución efectiva de las políticas. 
Observatorio de salud de Euskadi: Su configuración se deja para un futuro desarrollo reglamentario, sin compromiso de plazos. No se especifica cómo se encaja en el Sistema de Salud Pública.
Esta Ley parece el momento oportuno para decidir si no sería más adecuado crear una Agencia Vasca de Salud Pública que incluyera las funciones del Observatorio, del Plan de Salud, de las prestaciones de salud pública y de la coordinación con todas las instituciones. 
Formación: Mera enumeración de las competencias de las administraciones públicas vasca y relación de posibles acciones, sin concretar contenidos, estructura, organización, plazos, etc. 

Para resumir, compararemos las exigencias de la Declaración de Helsinki sobre la Salud en Todas las Políticas , que esta ley asume como inspiradora, con el contenido real:
Recursos: Esta ley no asegura suficientemente estructuras, procesos y recursos eficaces para su implementación en Todas las Políticas y a todos los niveles..
Liderazgo: No fortalece lo suficiente la capacidad del Departamento de Salud para comprometer a otros sectores del gobierno a través del liderazgo, la colaboración, la promoción y la mediación para lograr mejores resultados de salud.
Capacitación: No  define cómo se construirá la  capacitación institucional y habilidades que permitan la implementación de Salud en Todas las Políticas y que proporcionen evidencias en los determinantes de la salud y la inequidad, y en respuestas efectivas.
Transparencia: No especifica suficientemente qué mecanismos transparentes de auditoría y rendición de cuentas se adoptarán para los impactos en salud y equidad, que construyan confianza en el gobierno.
Medidas frente a conflictos de intereses: No establece medidas frente a los conflictos de intereses que incluyan garantías efectivas para proteger las políticas de la distorsión creada por la influencia de los intereses comerciales y otros intereses.
Participación de la comunidad y alfabetización en salud: Se incluye de forma muy superficial e imprecisa a las comunidades, los movimientos sociales y la sociedad civil en el desarrollo, implementación y monitorización de la Salud en Todas las Políticas. No hay referencias a la capacitación de la población en alfabetización en salud.

Conclusión.
Esta ley supone una concepción ampliada de lo que entendemos por salud pública. Esto supone mayores dificultades para su implementación por su propia complejidad. Implica introducir el interés colectivo, el comunitario, para orientar las políticas de salud y, por tanto, la respuesta que la sociedad da al estado de salud de su población. Esto conlleva mayores recursos en un contexto de crisis económica y exigiría a la administración un esfuerzo superior en términos de racionalización del gasto. Esta ley no especifica cuáles son las medidas necesarias para poder llevarlo a cabo.
Tampoco especifica cuándo y cómo se evaluará la aplicación de la propia ley. Teniendo en cuenta el poco hábito que existe en esta administración de evaluar las políticas emprendidas y de realizar una rendición de cuentas, existe un riesgo importante de que nunca se aplique.
Cuando se aborda la formación de los profesionales, la relación del Sistema de Salud Pública con la parte asistencial del Sistema Sanitario, o la información y participación de la población, debería quedar claro que la concepción del sistema de salud pública se ha ampliado, que su orientación parte de los determinantes de la salud y que esta visión debe quedar patente en todas sus áreas de actuación. 
Osalde está de acuerdo con una Ley de Salud Pública vasca que sea un instrumento eficaz para organizar y gestionar las acciones de salud del conjunto del Sistema. No tenemos ningún reproche conceptual. Sin embargo, a esta Ley le falta entrar en el fondo de modo que le dé más factibilidad y, por lo tanto, credibilidad; no establece plazos para el desarrollo de sus distintas propuestas ni criterios para organizar las partidas presupuestarias necesarias para llevarla a cabo; no explicita la adecuada dimensión de las plantillas para las distintas Unidades y Servicios; y, en fin, adolece de falta de concreción, incluso para la evaluación de su propio desarrollo, con excepción de lo relativo a infracciones y sanciones.
Así y todo, si se completa adecuadamente, puede ser una buena oportunidad de desarrollar un sistema de salud pública en Euskadi integrado en todas las políticas, planificado, con una gestión eficaz y eficiente, evaluado, con participación profesional y social, que aporte al problema de la mejora de la salud de la población lo mejor de la evidencia científica y de las propias experiencias y capacidades técnicas para lograrlo. Esta Ley debe contribuir a ello.

Osalde, 19 de octubre de 2022.
